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MEMORIA JUSTIFICATIVA DEL PROYECTO DE ORDEN POR LA QUE SE ESTABLECEN BASES REGULADO-
RAS PARA LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES, EN RÉGIMEN DE CONCURRENCIA NO COMPETITIVA, PARA
LA CELEBRACIÓN DE CONGRESOS, CURSOS, SEMINARIOS, JORNADAS Y OTRAS ACTIVIDADES DE NATU-
RALEZA SIMILAR EN MATERIA DE JUSTICIA JUVENIL Y COOPERACIÓN . 

A los efectos previstos en el artículo 45.1.a) de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la
Comunidad  Autónoma  de  Andalucía,  se  emite  la  presente  memoria  justificativa  de  la  necesidad  y
oportunidad del proyecto de disposición citado en el encabezamiento:

A. Juicio de oportunidad y ordenación del proyecto.
De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 164/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la

estructura orgánica de la Consejería de Justicia, Administración Local y Función Pública, corresponden a
esta Consejería la propuesta, desarrollo, ejecución, coordinación y control de las directrices generales del
Consejo  de  Gobierno  en  relación  con  las  competencias  atribuidas  por  el  Estatuto  de  Autonomía  de
Andalucía en materia de justicia juvenil y cooperación, y en concreto las relativas a la ordenación de los
servicios  de  justicia  gratuita  y  de  orientación  jurídica  gratuita;  los  instrumentos  y  procedimientos  de
mediación  y  otros  medios  adecuados  de  solución  de  controversias;  las  relativas  a  menores  y  jóvenes
sometidos a medidas judiciales; la atención a las víctimas de terrorismo y a las víctimas de delitos; y las
relativas al régimen jurídico y registro de los colegios profesionales, fundaciones y asociaciones.

Para una eficaz implementación de las políticas de justicia juvenil y cooperación, se considera nece-
sario impulsar la transferencia del conocimiento y fomentar un incremento significativo de la formación y
de la interactuación entre los operadores que intervienen en los  ámbitos materiales descritos. Es funda-
mental en ese sentido incrementar y optimizar las aportaciones de los distintos operadores y actores impli-
cados, mediante una adecuada gestión del conocimiento de forma que se actualicen y fortalezcan las com-
petencias profesionales y se fomente y facilite la educación y la concienciación sobre los diferentes ámbitos
y materias.

En este sentido, se hace preciso disponer de una regulación estable que, en coherencia con las dis -
posiciones legales y reglamentarias de las subvenciones, posibilite la concesión, en régimen de concurren-
cia no competitiva,  de subvenciones destinadas a la celebración de congresos, cursos, seminarios, jornadas
y otras actividades similares en materia de justicia juvenil, justicia gratuita, asistencia a las víctimas, media-
ción y otros medios adecuados de solución de controversias y régimen jurídico de los colegios profesiona-
les, fundaciones y asociaciones. Mediante tales actuaciones se producirá un intercambio y puesta en común
de las perspectivas de los distintos sectores de actuación en estas materias y se ampliarán los conocimien-
tos y el desarrollo de las capacidades.

B. Juicio de legalidad
El Estatuto de Autonomía para Andalucía establece en su artículo 29 que la Comunidad Autónoma,

en el ámbito de sus competencias, garantiza la calidad de los servicios de la Administración de Justicia, la
atención  de  las  víctimas  y  el  acceso  a  la  justicia  gratuita.  En  esta  materia,  conforme  al  artículo  150,
corresponde a la Junta de Andalucía la competencia para ordenar los servicios de justicia gratuita y de
orientación jurídica gratuita, así como el establecimiento de instrumentos y procedimientos de mediación y
conciliación en la resolución de conflictos. La atención de las víctimas de delitos es, asimismo, uno de los
principios rectores de las políticas públicas que ha de orientar a los poderes de la Comunidad Autónoma
recogidos en el artículo 37.

Por su parte, el artículo 61 del Estatuto de Autonomía dispone que corresponde a la Comunidad
Autónoma la competencia exclusiva en materia de protección de menores, que incluye, en todo caso, la
regulación del régimen de protección y de las instituciones públicas de protección y tutela de los menores
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desamparados,  en situación de riesgo,  y de los menores infractores,  sin perjuicio de lo dispuesto en la
legislación civil y penal. 

Y  asimismo,  conforme  al  artículo  79  del  Estatuto  de  Autonomía,   corresponde  a  la  Comunidad
Autónoma, respetando las condiciones básicas establecidas por el Estado, la competencia exclusiva sobre
el  régimen  jurídico  de las  asociaciones  y  fundaciones que desarrollen principalmente  sus  funciones en
Andalucía, así como sobre Colegios profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas de acuerdo con el
artículo 36 de la Constitución y con la legislación del Estado.

El Decreto del Presidente 10/2022, de 25 de julio, sobre reestructuración de Consejerías, el artículo
1, párrafos a) y c), del Decreto 164/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura orgánica de la
Consejería  de  Justicia,  Administración  Local  y  Función  Pública,  dispone  que  le  corresponde  a  esta  la
propuesta,  desarrollo,  ejecución,  coordinación  y  control  de  las  directrices  generales  del  Consejo  de
Gobierno en relación con las competencias recogidas en el capítulo III del título V del Estatuto de Autonomía
para Andalucía, correspondientes a la Administración de Justicia. En concreto, el artículo 11 de este último
atribuye  a  la  Dirección  General  de  Justicia  Juvenil  y  Cooperación  las  relativas  a  la  ordenación  de  los
servicios  de  justicia  gratuita  y  de  orientación  jurídica  gratuita;  los  instrumentos  y  procedimientos  de
mediación  y  otros  medios  adecuados  de  solución  de  controversias;  las  relativas  a  menores  y  jóvenes
sometidos a medidas judiciales; la atención a las víctimas de terrorismo y a las víctimas de delitos; y las
relativas al régimen jurídico y registro de los colegios profesionales, fundaciones y asociaciones.

Asimismo, el artículo 128.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, dispone que el ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde
a los  órganos  de  Gobierno  de las  comunidades  autónomas,  de conformidad  con lo  establecido en sus
respectivos estatutos. En este sentido, el artículo 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía establece
que, en el ámbito de las competencias de la comunidad autónoma, corresponde al Consejo de Gobierno y a
cada uno de sus miembros el ejercicio de la potestad reglamentaria. De este modo, el artículo 26.2.a) de la
Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, establece que, además de sus
atribuciones como miembros del Consejo de Gobierno y las que les asignan otras leyes, a las personas
titulares de las consejerías les corresponde ejercer la potestad reglamentaria en los términos previstos en la
Ley 6/2006,  de 24 de octubre.  Por su parte,  la Ley 6/2006,  de 24 de octubre,  dispone que las personas
titulares de las consejerías tienen potestad reglamentaria en lo relativo a la organización y materias internas
de estas y que, fuera de estos supuestos,  solo podrán dictar reglamentos cuando sean específicamente
habilitadas para ello por una ley o por un reglamento del Consejo de Gobierno (artículo 44.2), así como que
adoptarán la forma de orden las disposiciones reglamentarias que aprueben las personas titulares de las
consejerías (artículo 46.4). Finalmente, el Reglamento de los Procedimientos de Concesión de Subvenciones
de la Administración de la Junta de Andalucía, aprobado mediante Decreto 282/2010, de 4 de mayo, dispone
en su artículo 4.6 que las bases reguladoras de la concesión de subvenciones serán aprobadas mediante
Orden de la persona titular de la correspondiente Consejería .

En uso de esta habilitación normativa,  el Consejero de Justicia,  Administración Local y Función
Pública  está  legitimado  para  adoptar,  a  propuesta  de  la  Dirección  General  de  Justicia  Juvenil  y
Cooperación, la disposición normativa objeto de esta memoria.

Las presentes bases reguladoras se enmarcan en el ejercicio de la actividad de fomento en materias
de la  competencia de la Comunidad Autónoma, a cuyos efectos podrá otorgar subvenciones con cargo a
fondos propios, desarrollando los objetivos y requisitos del otorgamiento y gestionando su tramitación y
concesión, de conformidad con lo previsto en el artículo 45.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo. Asimismo, se tiene en cuenta la competencia en la
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regulación de los procedimientos administrativos derivados de las especialidades de la organización propia
de la Comunidad Autónoma, establecida como exclusiva de la Comunidad Autónoma en el artículo 47.1.1.º
del Estatuto de Autonomía.

El procedimiento de concesión previsto para todas las líneas de subvenciones es el de concurrencia
no competitiva, el cual se caracteriza por ser iniciado a solicitud de la persona interesada, en atención a la
existencia de una determinada situación en la persona beneficiara, sin que sea necesario establecer una
comparación de las solicitudes ni la prelación entre las mismas, tramitándose y resolviéndose de forma
independiente conforme a las necesidades de cada momento. Todo ello, de conformidad con lo previsto en
el artículo 120.1 del Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía,
aprobado por Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, y en los artículos 2 y 33 del Reglamento de los
Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía, aprobado
por el Decreto 282/2010, de 4 de mayo.

C. Contenido del proyecto
El contenido del proyecto responde a su naturaleza de reglamento o disposición administrativa de

carácter general y adapta su forma a las recomendaciones de técnica normativa previstas en las Directrices
de técnica normativa, aprobadas por el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, publicado
en el Boletín Oficial del Estado núm. 180, de 29 de julio de 2005, por Resolución de la Subsecretaría del
Ministerio de la Presidencia de 28 de julio de 2005, y de aplicación en la Administración de la Junta de
Andalucía  por  sustituir  al  anterior  Acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  de  18  de  octubre  de  1991,
expresamente aplicable de conformidad con la Instrucción 4/1995, de 20 de abril, de la Secretaría General
para la Administración Pública,  por la que se establecen criterios para la redacción de los proyectos de
disposiciones  de  carácter  general  de  la  Junta  de  Andalucía;  y  el  Manual  de  Estilo  del  Lenguaje
Administrativo, editado por el Ministerio de Administraciones Públicas.

Asimismo, se han tenido en cuenta las reglas de redacción aprobadas en la Instrucción de 16 de
marzo de 2005, de la Comisión General de Viceconsejeros, para evitar un uso sexista del lenguaje en las dis-
posiciones de carácter general de la Junta de Andalucía.

Las bases reguladoras que se aprueban  se ajustan a  las  bases reguladoras  tipo  aprobadas  por
Orden de 20 de diciembre de 2019, de la Consejería de la Presidencia, Administración Pública e Interior, por
la que se aprueban las bases reguladoras tipo y los formularios tipo de la Administración de la Junta de
Andalucía para la concesión de subvenciones en régimen de concurrencia no competitiva, que facilitan, de
conformidad con lo  previsto  en el  artículo 4.2 del  Reglamento  de los  Procedimientos  de Concesión de
Subvenciones  de  la  Administración  de  la  Junta  de  Andalucía,  un  modelo  de  texto  articulado  y  cuadro
resumen a disposición de las personas titulares de las Consejerías para la simplificación en la aprobación de
sus  normas  reguladoras  de  las  subvenciones.  De  conformidad  con  lo  previsto  en  la  Orden  de  20  de
diciembre  de  2019,  cuando  las  Consejerías  aprueben  sus  bases  reguladoras  ajustadas  a  estas  bases
reguladoras tipo, no publicarán el texto articulado, limitándose la norma a hacer una remisión al  texto
articulado ya aprobado,  y  no exigirán que junto a  la  solicitud  de subvención las  personas  o entidades
interesadas aporten ningún otro documento.

Las presentes bases se articulan en dos líneas de subvenciones. La primera de estas líneas tiene
como  finalidad  subvencionar  la  generación  de  conocimiento  e  incremento  de  la  formación  entre  los
distintos operadores que intervienen en el ámbito de la asistencia a las víctimas, así como aquellos que
intervienen  en  la  ejecución  de  las  medidas  adoptadas  por  los  órganos  judiciales,  en  aplicación  de  la
legislación sobre responsabilidad penal de las personas menores.
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La Ley 4/2015, de 27 de abril,  del  Estatuto de la víctima del delito,  define como víctima a toda
persona que sufra un perjuicio físico, moral o económico como consecuencia de un delito. Su ámbito de
aplicación se extiende a todas las víctimas de delitos cometidos en España o que puedan ser perseguidos en
España, con independencia de su nacionalidad, de si son mayores o menores de edad o de si disfrutan o no
de residencia legal. Con las actividades objeto de subvención se logrará una mejor coordinación entre las
autoridades y organismos responsables en la lucha contra este tipo de delitos. Esto resulta indispensable
para obtener resultados satisfactorios a todos los niveles, maximizando el uso de los recursos disponibles,
promoviendo  recursos  de  apoyo  en  el  ámbito  local,  perfeccionando  los  protocolos  de  actuación  y
comunicación entre los diferentes agentes intervinientes y mejorando así la confianza de las víctimas en las
instituciones.

Por su parte, la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los
Menores, es de aplicación para exigir la responsabilidad de las personas mayores de catorce años y menores
de dieciocho por la comisión de hechos tipificados como delitos en el Código Penal o las leyes penales
especiales. En la citada ley se definen las medidas susceptibles de ser impuestas a los menores y las reglas
generales para su determinación. En cuanto a los centros de internamiento, el Decreto 98/2015, de 3 de
marzo,  por  el  que  se  regula  la  organización,  funcionamiento  y  características  de  los  Centros  de
Internamiento  de  Menores  Infractores  de  Andalucía  y  se  crea  la  Comisión  Andaluza  de  Centros  de
Internamiento  de  Menores  Infractores,  desarrolla  las  exigencias  de  organización,  funcionamiento  y
características  de los  centros  de internamiento  de menores  infractores,  con el  objeto  de garantizar  los
derechos de los menores infractores que cumplen medidas judiciales en ellos. La celebración de  congresos,
cursos, seminarios, jornadas y otras actividades similares va a conllevar una transferencia y generación de
conocimientos y experiencia  para los numerosos agentes profesionales y sociales que intervienen en la
ejecución  de  las  medidas  de  internamiento  (autoridades  judiciales,  Ministerio  Fiscal,  administraciones
públicas, profesionales de la abogacía y entidades privadas). De esta forma se continuará avanzando en la
calidad  de  los  servicios  prestados  a  la  ciudadanía  y  garantizando  la  igualdad  en  las  condiciones  y
oportunidades de los menores infractores que cumplen medidas judiciales en Andalucía.

La segunda línea, por su parte, tendrá como objeto subvencionar la celebración de congresos, cur-
sos, seminarios, jornadas y otras actividades de naturaleza similar dirigidas a los distintos operadores que
intervienen en los ámbitos de justicia gratuita, mediación y otros medios adecuados de solución de contro -
versias, así como en el régimen jurídico de las asociaciones, fundaciones y colegios profesionales.

En Andalucía, el sistema de la justicia gratuita viene establecido en el Reglamento de Asistencia Ju-
rídica Gratuita en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, aprobado por Decreto 67/2008, de 26
de febrero, que regula, por un lado, el procedimiento de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica
gratuita y por otro, el sistema para la compensación económica por los servicios prestados por los colegios
de abogados y los colegios de procuradores de Andalucía. 

A la Consejería de Justicia, Administración Local y Función Pública le compete la promoción e im -
pulso de actuaciones tendentes a la implantación, desarrollo y divulgación de la mediación y de otros me-
dios adecuados de solución de controversias que no estén específicamente atribuidos a otros órganos.

La mediación es un sistema estructurado de gestión de controversias alternativo o complementario
al proceso judicial, en el que dos o más partes intentan voluntariamente alcanzar por sí mismas un acuerdo pa-
cífico y satisfactorio con la intervención de una persona profesional llamada mediadora. 
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En cuanto al arbitraje, es otro sistema de solución de controversias en el que las partes en conflicto
conceden a un tercero la posibilidad de dictar una resolución vinculante (laudo). El acuerdo de someter una
cuestión a arbitraje tiene como presupuesto la máxima disponibilidad de las partes sobre la materia objeto
del conflicto. Por esa misma razón, el recurso al arbitraje es siempre voluntario. Se puede contemplar dos
tipo de arbitraje , en función de su objeto, un arbitraje en derecho destinado a resolver cuestiones conflicti -
vas surgidas en la interpretación o aplicación de normas, y otro arbitraje destinado a resolver controversias
relacionadas con intereses de negociación entre las partes. Cualquiera que sea la modalidad de arbitraje, el
procedimiento se inspirará y estará regido por los principios de voluntariedad, contradicción, igualdad y de-
fensa, que serán garantizados por un árbitro.

La celebración de congresos, cursos, seminarios, jornadas y otras actividades similares va a conlle-
var una transferencia, intercambio y difusión del conocimiento, así como una actualización y fortalecimien-
to en las competencias profesionales entre los distintos operadores que intervienen en los ámbitos de la
justicia gratuita, la mediación y demás sistemas de resolución de conflictos.

En cuanto a las fundaciones, asociaciones y colegios profesionales que desarrollan sus funciones en
Andalucía, se considera necesario igualmente compartir experiencias y transferir conocimientos. 

En el ámbito de las entidades sin ánimo de lucro la celebración de congresos, cursos, seminarios,
jornadas y otras actividades similares tendrán como finalidad  afianzar y destacar la importancia  de sus
funciones y actividades. Tanto las asociaciones como las fundaciones son entidades con reconocimiento en
la Constitución Española. En el artículo 22 se reconoce el derecho de asociación mientras que el artículo 34
hace lo propio con el derecho de fundación para fines de interés general. Las asociaciones son uniones de
personas físicas o jurídicas que persiguen fines comunes, de interés general o particular. Este derecho de
asociación vertebra la participación de la sociedad dando fuerza a reivindicaciones, necesidades o aficiones
de diverso tipo. Por su parte, las fundaciones son organizaciones constituidas sin ánimo de lucro que, por
voluntad de sus creadores, destinan de modo duradero su patrimonio a la realización de fines de interés
general. 

En el caso de los colegios profesionales, las actividades objeto se subvención van a contribuir a su
modernización en aspectos como la implantación y uso de medios electrónicos, y la adaptación de todas
sus actuaciones a la normativa de general aplicación en materia de transparencia, competencia, unidad de
mercado o protección de datos de carácter personal.

Serán subvencionables los proyectos y las actividades vinculados a la planificación,  promoción,
difusión,  organización  y  desarrollo  de  congresos,  cursos,  seminarios,  jornadas  y  otras  actividades  de
naturaleza similar que cumplan con los requisitos que se preven en el cuadro resumen. Por su parte, en la
convocatoria de cada línea se habrá de indicar los criterios de aptitud y de calidad de los proyectos en
cuestión, así como las áreas temáticas y los contenidos programáticos de los congresos, cursos, seminarios,
jornadas y otras actividades de naturaleza similar para que puedan ser subvencionables.

De acuerdo con la capacidad técnica y dedicación profesional del colectivo al que van dirigidas las
subvenciones  y teniendo en cuenta que para el adecuado desarrollo de su actividad es necesario el dominio
de las nuevas tecnologías,  lo que  les dota de la capacidad económica, profesional y técnica necesaria, se
establece  la  obligatoriedad  de  relacionarse  electrónicamente  con  la  Administración,  simplificando  la
documentación a presentar. Todo ello en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015,
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Significar, asimismo, que las presentes bases reguladoras han sido incluidas en el Plan Estratégico
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de Subvenciones de la Consejería de Justicia, Administración Local y Función Pública para el periodo 2023-
2025, aprobado mediante Orden de 21 de junio de 2023. 

D. Tabla de vigencias
No existe en la actualidad una orden que regule de manera expresa el objeto de las bases regulado-

ras que se pretenden aprobar. Todo ello sin perjuicio de que la orden supondrá la derogación tácita de to-
das aquellas normas de igual o inferior rango que se opongan a lo establecido en la misma.

E. Referencia a las actuaciones previas
Con sujeción a las normas previstas en los artículos 127 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de octu-

bre, el procedimiento de elaboración de la orden seguirá los trámites correspondientes a la elaboración de
los reglamentos, que se establecen en los artículos 44 y 45 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, y en sus nor -
mas complementarias y de desarrollo.

De acuerdo con el artículos 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 45.1.a) de la Ley 6/2006, de 24 de
octubre, y 28 de la Ley 7/2017, de 27 diciembre, de Participación Ciudadana de Andalucía, con carácter pre -
vio a la elaboración del proyecto de reglamento, se ha sustanciado una consulta pública, desde el día 15 de
febrero hasta el 8 de marzo de 2023, ambos inclusive, en la página web de la Consejería de Justicia, Adminis-
tración Local y Función Pública, con el resultado que consta en la diligencia de 9 de marzo de 2023, del Ser-
vicio de Documentación, Información y Publicaciones de la Secretaría General Técnica. 

No se incluye en esta memoria justificativa sobre la necesidad y oportunidad del proyecto normati-
vo, aun cuando queda incorporado al expediente, el contenido propio de los demás informes y memorias
exigidos en el procedimiento para la elaboración de los reglamentos: entre otros, la memoria económica
(Decreto 162/2006, de 12 de septiembre, por el que se regulan la memoria económica y el informe en las ac -
tuaciones con incidencia económico-financiera), el informe de evaluación del impacto de género (Decreto
17/2012, de 7 de febrero, por el que se regula la elaboración del Informe de Evaluación del Impacto de Géne-
ro), la memoria de valoración de las cargas administrativas (Ley 6/2006, de 24 de octubre) o la memoria so-
bre el cumplimiento de los principios de buena regulación (Ley 39/2015, de 1 de octubre).

Asimismo, en el momento procedimental oportuno, el proyecto se someterá al trámite de informa -
ción pública, mediante anuncio que se publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, y se solicita-
rán los informes que, sin perjuicio de lo que se indique por el Servicio de Legislación y Recursos de la Secre-
taría General Técnica en su informe de validación, se consideran preceptivos:

• Observaciones de la Unidad de Igualdad de Género. Artículo 4 del Decreto 17/2012, de 7 de febrero.
• Informe de la Dirección General de Presupuestos de la Consejería de Economía, Hacienda y Fondos

Europeos. Decreto 162/2006, de 12 de septiembre, y artículo 11.1.g) del Decreto 153/2022, de 9 de
agosto, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y
Fondos Europeos.

• Informe de la Intervención General de la Junta de Andalucía.  Artículo 4.2 del Reglamento de los
Procedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía, apro-
bado mediante el Decreto 282/2010, de 4 de mayo.

• Informe de la Secretaría General Técnica. Artículo 45.2 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre.

Al ajustarse el proyecto de Orden a la Orden de 20 de diciembre de 2019, de la Consejería de la Pre-
sidencia, Administración Pública e Interior, por la que se aprueban las bases reguladoras tipo y los formula-
rios tipo de la Administración de la Junta de Andalucía para la concesión de subvenciones en régimen de
concurrencia no competitiva, y de conformidad con lo previsto en el artículo 4.2 del  Reglamento de los Pro-
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cedimientos de Concesión de Subvenciones de la Administración de la Junta de Andalucía, aprobado me-
diante Decreto 282/2010, de 4 de mayo, no es preciso solicitar los informes de la Secretaría General para la
Administración Pública ni del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía. 

Tramitado el procedimiento para la elaboración de la norma reglamentaria, una vez sea aprobada
por el Consejero de Justicia, Administración Local y Función Pública, se publicará en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía para que entre en vigor y produzca efectos jurídicos.

F. Exigencias técnicas
El proyecto de norma reglamentaria no requiere la creación o desarrollo de una aplicación informá -

tica para su efectiva implantación. 

G. Evaluación del enfoque de derechos de la infancia y de la adolescencia
Según el artículo 2 del Decreto 103/2005, de 19 de abril, por el que se regula el Informe de evalua-

ción del Enfoque de derechos de la Infancia en los Proyectos de Ley y Reglamentos que apruebe el Consejo
de Gobierno, dicha norma es de obligado cumplimiento solo en los proyectos de ley y reglamentos cuya
aprobación corresponda al Consejo de Gobierno y que sean susceptibles de repercutir sobre los derechos
de la infancia. La norma objeto de esta memoria será aprobada mediante orden del titular de la consejería
competente en materia de justicia juvenil y cooperación.

No obstante, modificado por la disposición final primera de la Ley 4/2021, de 27 de julio, de Infancia
y Adolescencia de Andalucía, establece ahora el artículo 139 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la
que se aprueban medidas fiscales y administrativas, que todos los proyectos de ley, disposiciones de carác -
ter general que apruebe el Consejo de Gobierno y las demás disposiciones generales dictadas en desarrollo
de las anteriores deberán tener en cuenta, de forma efectiva, el objetivo de la igualdad por razón de género
y del respeto a los derechos de las niñas, niños y adolescentes, según la Convención de los Derechos del Ni-
ño de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 1989, y su concreción en el resto de la normativa internacio -
nal, así como en la estatal y la autonómica que son aplicables en materia de menores. A tal fin, en la tramita-
ción de las citadas disposiciones, deberá emitirse un informe de evaluación del impacto por razón de géne-
ro y de evaluación de enfoque de los derechos de la infancia y la adolescencia sobre su contenido.

Antes de esta modificación, el Consejo Consultivo —por todos, el dictamen 300/2007, de 13 de junio,
sobre el proyecto de Orden por la que se modifica la Orden de 25 de mayo de 2002, reguladora de los hora -
rios de apertura y cierre de los establecimientos públicos en la Comunidad Autónoma de Andalucía— ya sos-
tenía que «no queda constancia en el expediente, mediante la incorporación de la oportuna diligencia, de
que la disposición en trámite no tiene incidencia sobre los derechos de la infancia, o, en caso contrario, la
solicitud del preceptivo informe en cumplimiento de lo previsto en el artículo 4.1 del Decreto 103/2005, de
19 de abril, por el que se regula la emisión de dicho informe. El Consejo Consultivo ha mantenido a este res-
pecto la pertinencia del cumplimiento de dicho trámite en estos procedimientos (dictámenes 607/2006 y
135/2007), aunque el Decreto antes citado se refiera literalmente sólo a los “Proyectos de Ley y Reglamen-
tos cuya aprobación corresponda al Consejo de Gobierno” (art. 2). En última instancia, concurre la misma
razón invocada por el artículo 139 de la Ley 18/2003, de 29 de noviembre, por la que se aprueban medidas
fiscales y administrativas, es decir, la necesidad de asegurar el respeto a los derechos de los niños, teniendo
en cuenta que según la Convención de los Derechos del Niño todas las medidas que tomen las instituciones
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legisla-
tivos, han de atender, como consideración primordial, el interés superior del niño (art. 3.1). Corolario de lo
anterior es la obligación de arbitrar las medidas precisas para que en los procedimientos relativos a las dis-
posiciones de carácter general pueda conocerse el impacto de las normas proyectadas sobre los derechos
de la infancia, lo que, por razones obvias, concierne también a las disposiciones reglamentarias aprobadas
por los titulares de las Consejerías».
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Pues bien, de conformidad con el artículo 139 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, y con el Decre-
to 103/2005, de 19 de abril, se hace constar que la regulación prevista en el proyecto, que tiene por objeto
impulsar la transferencia del conocimiento y fomentar un incremento significativo de la formación y de la
interactuación entre los operadores que intervienen en las materias descritas a lo largo de la presente me-
moria (ordenación de los servicios de justicia gratuita y de orientación jurídica gratuita; instrumentos y pro-
cedimientos de mediación y otros medios adecuados de solución de controversias; menores y jóvenes so-
metidos a medidas judiciales; atención a víctimas de terrorismo y víctimas de delitos; y régimen jurídico y
registro de los colegios profesionales, fundaciones y asociaciones), no es susceptible de repercutir sobre los
derechos de la infancia y de la adolescencia. Si bien es cierto que la celebración de  congresos, cursos, semi-
narios, jornadas y otras actividades similares va a conllevar una transferencia y generación de conocimien -
tos y experiencia para los numerosos agentes profesionales y sociales que intervienen en la ejecución de las
medidas de internamiento (autoridades judiciales, Ministerio Fiscal, administraciones públicas, profesiona-
les de la abogacía y entidades privadas), va a influir en la calidad de los servicios prestados a la ciudadanía y
garantizando la igualdad en las condiciones y oportunidades de los menores infractores que cumplen medi -
das privativas de libertad en Andalucía, con independencia del lugar donde las cumplan, el objeto de las
presentes bases reguladoras no inciden de forma sustantiva en el contenido de los derechos de los niños,
niñas y adolescentes reconocidos en la Convención de los Derechos del Niño de Naciones Unidas, de 20 de
noviembre de 1989, y en el resto de la normativa internacional, así como en la legislación estatal y de la Co -
munidad Autónoma de Andalucía aplicable en materia de menores, en especial, la Ley Orgánica 5/2000, de
12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, en la Ley 4/2021, de 27 de julio, de In-
fancia y Adolescencia de Andalucía, y sus normas de desarrollo y complementarias.

H. Impacto de las normas en la familia.
De conformidad con la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protec-

ción a las Familias Numerosas, las memorias del análisis de impacto normativo que deben acompañar a los
anteproyectos de ley y a los proyectos de reglamentos incluirán el impacto de la normativa en la familia.

En este sentido,  se hace constar que la regulación prevista en el proyecto, que tiene por objeto impul-
sar la transferencia del conocimiento y fomentar un incremento significativo de la formación y de la interac-
tuación entre los operadores que intervienen en las materias descritas a lo largo de la presente memoria, no
es susceptible de tener impacto en las familias.

                                        EL DIRECTOR GENERAL DE JUSTICIA JUVENIL Y COOPERACIÓN.

                                                                                 Fdo.: Esteban Rondón Mata
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